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SCI-600-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector
Licda. Rosa María Vega, Jefa de Área, Comisión Permanente 
de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
8 de agosto del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2777, Artículo 13, del 8 de agosto del 2012. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios”, Expediente No. 17.117



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:	

1. En Sesión Ordinaria No. 2774 del Consejo Institucional, celebrada el 18 de julio de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de “Ley Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, Expediente No. 17.117 y se dispone solicitar el criterio a la Escuela de Administración de Empresas, a la Oficina de Asesoría Legal, a la Escuela de Ingeniería en Producción Industrial y a la Oficina de Planificación Institucional. 

2. Mediante oficio SCI-534-2012, del 18 de julio de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, a la Licda. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, al Ing. Oscar Corrales, Director de la Escuela de Ingeniería en Producción Industrial y a la MAE. Yafanny Monge, Directora a.i. de la Oficina de Planificación Institucional, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de “Ley Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio EIPI-180-2012, del 23 de julio de 2012, suscrito por el Ing. Oscar Mario Corrales Rojas, Director de la Escuela de Ingeniería en Producción Industrial, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual  emite el siguiente criterio:
“Al respecto debo indicar que según mi criterio el espíritu de la ley, así como sus objetivos son sumamente importantes y si la ley se aplica correctamente, no hay duda que se lograrán muy buenos resultados tales como la rendición de cuentas, mejoramiento continuo del trabajo realizado, y mostrar la condición ética y la transparencia bajo las cuales se desarrolla la función administrativa de la entidad evaluada.

Sin embargo, en mi concepto evaluar cada ministerio e institución autónoma al menos una vez cada cuatro años en los aspectos especificados en el artículo 2 requiere es un objetivo sumamente ambicioso que implica altas erogaciones pues según el artículo 4, los evaluadores deben ser profesionales de alto nivel que obviamente devengarán salarios acordes a su preparación.

Adicionalmente, este tipo de auditorías consumen muchísimo tiempo por lo que para cumplir con la ley en términos de la frecuencia de evaluaciones por entidad, el número de evaluadores disponibles deberá ser bastante amplio y nuevamente es un aspecto que incrementa desproporcionadamente los costos del programa.

Por último, en el artículo 15 se establece que cada ente evaluado debe presupuestar los recursos necesarios para aplicar las evaluaciones correspondientes, según señale la Contraloría General de la República. Además, el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica presupuestará de manera directa los recursos necesarios para elaborar los términos de referencia de las evaluaciones, el seguimiento de estas y las directrices para la evaluación que se requiera. En mi concepto, de acuerdo a la condición económica del gobierno esto no es factible pues lejos de incrementar gastos los presupuestos nacionales de cada año más bien tienden de disminuir y como decía anteriormente el financiamiento del EVAPOL es sumamente oneroso”.

4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Asesoría Legal-403-2012, del 30 de julio de 2012, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual  emite el siguiente criterio:

“La propuesta de reforma considera importante “la creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios Públicos, adscrito al Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), cuyo objetivo es promover y realizar permanentemente la evaluación de las políticas, programas y proyectos públicos, así como de proyectos privados cuando reciban fondos públicos, para garantizar el uso racional de los recursos y el impulso a la gestión de la calidad de los servicios públicos” (1).

Es importante destacar que en el caso de las Universidades Estatales, éstas no pertenecen ni son fiscalizadas ni evaluadas por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, en razón de su naturaleza constitucional, garantizada por los artículos 84 y 85 respectivamente.
 
Que si bien es cierto las Instituciones del sector administrativo, están obligadas a la rendición de cuentas, ya las universidades y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en particular, ejerce esa obligación en razón de varias leyes  que así lo han dispuesto tales como: 
1)Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428 de 7 de setiembre de 1994, que regula las potestades del órgano constitucional fundamental del Estado, auxiliar de la Asamblea Legislativa en el control superior de la Hacienda Pública y órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores de los fondos públicos. 
 
2) Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Nº 8131 de 18 de setiembre de 2001. 

3)  Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Nº 8422 de 6 de octubre de 2004, que asigna responsabilidad administrativa al funcionario público que, entre otras cosas, debilite el control interno de la organización u omita las actuaciones necesarias para su diseño, implantación o evaluación 
4) Ley General de Control Interno, Nº 8292 de 31 de julio de 2002, que establece los criterios mínimos que deberán observar la Contraloría General de la República y los entes u órganos que integran la Hacienda Pública, en el establecimiento, funcionamiento, mantenimiento, perfeccionamiento y evaluación de sus sistemas de control interno. 

Las Universidades Públicas, reiteramos, están investidas, por la propia Constitución Política, de los tres grados de autonomía contenidos en nuestro ordenamiento jurídico; la administrativa, la política y la organizativa por lo que las Universidades deben ser  excluidas del proyecto, pues de no hacerlo podría presentarse un posible roce de naturaleza constitucional.
 
A manera de ilustración procedo a citar un extracto de  la jurisprudencia de la Sala Constitucional  la cual ha reconocido reiteradamente esa autonomía. 
 
“ LA EXISTENCIA DE UN PODER NORMATIVO UNIVERSITARIO Y SUS CONSECUENCIAS EN LA ESPECIE: Como es bien sabido, las universidades públicas costarricenses gozan de un status autonómico privilegiado en el concierto del sector público descentralizado, toda vez que dicha independencia se extiende a los ámbitos administrativo, político, financiero y organizativo. Como una de las manifestación de tal condición, gozan de "... poder reglamentario (autónomo y de ejecución); pueden autoestructurarse, repartir sus competencias dentro del ámbito interno del ente, desconcentrarse en lo jurídicamente posible y lícito, regular el servicio que prestan,..." ( voto de la Sala Constitucional Nº 1313-93 de 26 de marzo, también citado en el oficio del consultante). En realidad, el artículo 84 constitucional establece una reserva normativa en favor de las universidades, en el sentido de que su poder reglamentario es el único competente para normar la organización del servicio universitario; disposiciones que integran de esta manera un subsistema jurídico particular" (Ver en este sentido el dictamen de Procuraduría No. C-086-96 de 5 de junio de 1996)."
 
Considerando lo anterior, esta asesoría no ve conveniente que se someta a las Universidades Publicas dentro del mismo conjunto de entidades  autónomas  del sector público como lo pretende  el citado proyecto de ley, pues pareciera que el legislador no hace distinciones en cuanto a las regulaciones establecidas por la propia Constitución Política ( artículo 188 y 189 ), con la autonomía especial o diferente que está igualmente regulado pero en Título separado en los artículos 84 y 85 de nuestra Carta Magna, razón por la cual este sistema de evaluación no cabe aplicar al Instituto Tecnológico de Costa Rica dado que la autonomía de gobierno que la Constitución les reconoce no está sujeta a la Ley, entiéndase que las universidades estatales no están sujetas al Plan Nacional de Desarrollo.
 
El mayor roce constitucional respecto de la autonomía Universitaria lo presenta el artículo segundo del proyecto de ley el cual dispone:

Artículo 2:
  
“Objetos de evaluación
 
Las políticas, los programas y proyectos públicos costarricense serán objeto de evaluación independiente, al menos una vez cada cuatro años.  Cada ministerio e institución autónoma será evaluado por un equipo de evaluadores.  En los casos de políticas, programas y proyectos relacionados con salud, vivienda, educación, recaudación tributaria, infraestructura pública y combate a la pobreza, la evaluación abarcará todas las acciones estatales relacionadas con tales sectores, independientemente de su ubicación institucional; asimismo, de conformidad con el artículo 12 de la presente Ley, la evaluación será extensiva a las agencias y los proyectos privados independientes de la Administración Pública, cuando reciban fondos públicos y al propio Evapol”. 
 
Este artículo no hace diferencias entre las instituciones autónomas costarricenses en cuanto al sistema de evaluación independiente que se propone implementar a partir del proyecto de ley. Como podrá  observarse  serían personas evaluadoras las que cada cuatro años procedan a revisar lo actuado por las Universidades, dado el tema educativo que ahí se menciona. Por considerarse innecesario y por cuanto cada año la misma Contraloría  General de la República ejerce el control y la fiscalización de los entes universitarios, esta nueva propuesta podría considerarse innecesaria y además podría obligar al pago  de honorarios de “ terceros evaluadores” cuyo papel no está claro en la propuesta del artículo arriba citado.
 
Por las causas arriba apuntadas, y en razón de una posible inconstitucionalidad del artículo 2 del proyecto de ley, se recomienda a los y las señoras miembros del Consejo Institucional,  recomendar rechazar la propuesta o solicitar la exclusión expresa del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en la aplicación del sistema de evaluación que se propone por cuanto  esta Institución de Educación Superior no está sujeta al Plan Nacional de Desarrollo, ni a la fiscalización del Mideplan.


5. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2691, Artículo 12 del 25 de noviembre del 2010, acordó no apoyar el Proyecto de  “Ley Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios”, el cual se tramita bajo el Expediente No. 17.117”;  dicho acuerdo  fue notificado a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa,  mediante el oficio SCI-964-2010, del 26 de noviembre del 2010 (ver adjunto).  





ACUERDA: 

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de “Ley Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios”, Expediente No. 17.117. 

b. Comunicar. ACUERDO FIRME








BSS/vvl
	
	ci.  Secretaría del Consejo Institucional
Vic. de Administración
Vic. de Investigación y Extensión
Vic. de  Docencia
VIESA	
Dirección Centro Académico
Dirección Sede Regional San Carlos 
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Licda. Grettel Ortiz, Directora Oficina Asesoría Legal
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